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Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se crea la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Planteada por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.
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Decreto No. 518

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 61 / 1 de Agosto de 2016.
01 DE MARZO DE 2017

Resolución emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con relación a la Acción de Inconstitucionalidad 76/2016 y sus Acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, promovidas por los Partidos Joven de Coahuila, de la Revolución Democrática, Acción Nacional  y Morena.

DICTAMEN 21 DE MARZO DE 2017

DECRETO 809 / UNANIMIDAD 23 F
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 23 / 23 de Marzo de 2017.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, POR EL QUE SE CREA LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I y 67 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del  Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro  carácter de Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter a consideración de este órgano legislativo, la presente Iniciativa de Decreto por la que se crea la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La justicia constitucional electoral ha sido objeto de constantes cambios en los últimos treinta años, dando lugar a un proceso democratizador  de la sociedad, que ha visto transformado su entorno desde la época en que los procesos electorales eran autocalificados por los órganos electos, hasta la creación de órganos especializados en la materia, encargados de garantizar la transición del poder público.
En las últimas reformas a la Constitución Federal en materia político-electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, el artículo 116, fracción IV, inciso c), base 5°, establece que las Constituciones y leyes de los Estados garantizarán que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones  y las jurisdiccionales que resuelvan  las controversias en la materia, gocen de  autonomía en su funcionamiento  e independencia en sus decisiones, conforme lo determinen las leyes.

Así mismo, se prevé en el referido numeral que las autoridades electorales jurisdiccionales se integrarán por un número impar de magistrados, quienes serán electos por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores, previa convocatoria pública, en los términos que determine la ley.

Conforme a las nuevas disposiciones constitucionales, a fin de garantizar que los sujetos políticos continúen teniendo acceso a la justicia electoral en los términos establecidos en los artículos 17 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se consolida el régimen jurisdiccional electoral con un nuevo mecanismo para la designación de los magistrados electorales,  a través de una instancia externa a las propias entidades federativas. 

Respecto a la organización de los Tribunales Electorales Locales, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 23 de mayo de 2014, en el artículo 105 dispone que, éstas autoridades son órganos jurisdiccionales especializados, que gozarán de autonomía técnica y de gestión en su funcionamiento e independencia en sus decisiones; además de que no estarán adscritos a los poderes judiciales de las entidades federativas.  

Las aludidas reformas en materia político-electoral, obligan a las entidades federativas a armonizar sus respectivas legislaciones locales en dicha materia, a efecto de ir consolidando un Sistema Nacional de Elecciones con reglas generales para todo el país, pues así se entiende del contenido del artículo 1° párrafo 3 de la referida ley.

En esta tesitura, el 22 de septiembre de 2015, en el Estado de Coahuila de Zaragoza, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el decreto número 126, mediante el cual se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política  del Estado, con el propósito de adecuarla a la normatividad federal.

Así, en el artículo 27 párrafo 6 de la Constitución local se establece que el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, será un órgano permanente, autónomo y máxima autoridad jurisdiccional electoral; será competente para conocer de los medios de impugnación que se establezcan en la ley; y se integrará por tres magistrados, que durarán en su cargo siete años.

Ahora bien, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo Sexto Transitorio del referido decreto 126, que señala que las modificaciones a las  disposiciones relacionadas con el Tribunal Electoral, se realizarán en un plazo no mayor de sesenta días contados a partir de la designación  de los magistrados en la materia. 
Siguiendo además las directrices de las reformas constitucionales mencionadas, la presente iniciativa  tiene por objeto crear la ley que organiza y estructura lo que para nuestra entidad será el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza como organismo jurisdiccional electoral local, no incorporado al Poder Judicial del Estado, como lo era desde el año 2002,  en razón de dar el pleno cumplimiento de sus atribuciones en los procesos de renovación del poder público y como órgano garante de los  derechos políticos electorales de los ciudadanos en la entidad.

En ese sentido se presenta este proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, que contiene las normas que regulan su integración, organización, competencia y funcionamiento en los siguientes términos:

En el Título Primero denominado Disposiciones Generales, capítulo único se regula el objeto y ámbito de aplicación de la Ley.

En el Título Segundo llamado Del Tribunal Electoral, se establece la integración,  funcionamiento  e integración del Tribunal, la designación de su Presidente, la integración del Pleno, funcionamiento y  atribuciones tanto jurisdiccionales como administrativas, atribuciones del Presidente del Tribunal, requisitos para ser Magistrado Electoral, atribuciones y disposiciones sobre cómo deben de cubrirse sus vacantes temporales y definitivas, así como las relativas a impedimentos para conocer sobre algún asunto.

También en dicho Titulo se contienen disposiciones sobre los requisitos para ser Secretario de Acuerdo y Trámite,  Secretario de Estudio y Cuenta, Actuarios, Contralor Interno, sus funciones y atribuciones así como del Oficial de Partes.

En el Título Tercero llamado De las Responsabilidades se regula, los sujetos de responsabilidades administrativas y la normatividad aplicable.

En el Título Cuarto denominado  De las Relaciones y Controversias Laborales, se norma  lo relativo a las calidades, categorías o bases del personal con que contará el Tribunal, y quién será el facultado para resolver las controversias laborales que se susciten.

Por su parte, en el Título Quinto se regula las vacaciones, días inhábiles, renuncias, ausencia y licencias del personal del Tribunal.

Finalmente este proyecto de Ley contiene los artículos transitorios correspondientes. 
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 fracción I y 67 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se crea la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1.

La presente Ley es de orden público y de observancia general y tiene como objeto establecer la organización, funcionamiento,  atribuciones y competencia del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta ley, y demás ordenamientos legales aplicables.

Artículo  2.

Para los efectos, aplicación e interpretación de esta ley se entiende por:

I. Constitución Federal: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

II. Ley General: La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales;

III. Reglamento Interior: Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza;

IV. Congreso: El Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza;

V. Constitución: La Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza;

VI. Estado: El Estado de Coahuila de Zaragoza;

VII. Tribunal: El Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza;

VIII. Pleno: El Pleno del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza.

TÍTULO SEGUNDO

DEL TRIBUNAL ELECTORAL 

CAPÍTULO I

 SU INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

Artículo 3.

El Tribunal es el órgano jurisdiccional autónomo y permanente, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, el cual será la máxima autoridad  jurisdiccional en la materia electoral en el Estado.
El Tribunal también gozará de autonomía técnica y de gestión  en su funcionamiento y presupuesto,  e independencia en sus decisiones, ydeberá desempeñarse bajo los principios de certeza, imparcialidad, objetividad, legalidad y probidad.

Artículo 4.

El Tribunal se integrará por tres Magistrados, de entre los cuales se elegirá a su Presidente, y que deberán cumplir los requisitos previstos en la Constitución Federal y la Ley General. Durarán en su encargo 7 años; y serán electos en forma escalonada por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores, de conformidad con la Ley General.

Durante el periodo de su encargo, los Magistrados electorales no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión con excepción de aquéllos en que actúen en representación de la autoridad electoral jurisdiccional local, y de los que desempeñen en asociaciones docentes, científicas, culturales, de investigación o de beneficencia, no remunerados.

Concluido su encargo, no podrán asumir un cargo público en los órganos emanados de las elecciones sobre las cuales se hayan pronunciado, ni ser postulados para un cargo de elección popular o asumir un cargo de dirigencia partidista, por un plazo equivalente a una cuarta parte del tiempo en que haya ejercido su función.

Como consecuencia de la prohibición prevista en el párrafo anterior, al vencimiento del periodo descrito para el cargo de Magistrados, estos tendrán derecho a un haber de retiro en los términos que establezcan los ordenamientos aplicables y el Reglamento Interior.

Los Magistrados Electorales en funciones, recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su cargo, la cual no podrá ser disminuida durante el mismo. Esta remuneración les será cubierta en los términos que establezcan las leyes aplicables y el Reglamento Interior.
Artículo 5.

El Tribunal será competente para conocer y resolver en forma definitiva e inatacable sobre:

I. Las impugnaciones en las elecciones para Diputados Locales y de Ayuntamientos.

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Gobernador del Estado.

III. Las impugnaciones que se realicen en contra de los actos o resoluciones definitivos de los órganos del Instituto Electoral de Coahuila sobre registro de un partido estatal, asignación de prerrogativas económicas a los partidos políticos, o cualquier acto o acuerdo que afecten la constitucionalidad o legalidad en materia político-electoral o de sistema de partidos políticos.

IV. Las impugnaciones que se realicen en contra de los actos o resoluciones definitivos de los órganos del Instituto Electoral de Coahuila, que se den en la fase preparatoria de la elección y que causen agravio al partido o coalición interesados, los resultados de cómputos municipales, distritales, y estatales, así como las constancias que en los mismos se expidan, la asignación de diputados y regidores de representación proporcional y la declaratorias de validez de las elecciones de Diputados, Ayuntamientos y Gobernador del Estado, en su caso, que emitan los órganos del referido Instituto en el ámbito de su competencia. 

V. Conocer sobre las nulidades establecidas en la Ley de Medios de Impugnación en Materia Político-Electoral y de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que puedan afectar la votación emitida en una o varias casillas, y en consecuencia los resultados de cómputo de la elección impugnada.

VI. Conocer sobre la inelegibilidad de candidatos a diputados,  electos por el principio de mayoría relativa, y en su caso  sobre la inelegibilidad de diputados, regidores o síndicos electos por el principio de representación proporcional de conformidad con la legislación aplicable.

VII. Las impugnaciones de actos o resoluciones que violen los derechos de votar y ser votado, de asociación individual, y para  tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y de afiliación libre e individualmente a los partidos políticos.

VIII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus respectivos servidores;

IX. Los medios de impugnación previstos en la Ley de Medios de Impugnación en Materia Político-Electoral y de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás leyes aplicables.

X. Las demás que la Constitución, el Reglamento Interior, y  las leyes aplicables determinen. 

Artículo 6.

El Tribunal residirá en la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, y tendrá jurisdicción y competencia en materia electoral  en todo el territorio del Estado.

Artículo 7. 

El patrimonio del Tribunal  se integrará con los bienes muebles e inmuebles que se destinen al cumplimiento de su objeto y con las partidas que anualmente se le asignen en el Presupuesto de Egresos del Estado, así como con los ingresos que reciba por cualquier otro concepto derivados de la aplicación de las leyes de la materia y todos los demás bienes o ingresos que adquiera por cualquier otro medio legal.

El Tribunal elaborará su propio proyecto de presupuesto de egresos y los remitirá al Ejecutivo del Estado, a fin de que éste lo envíe en su oportunidad al Congreso para su estudio, discusión y,  en su caso, aprobación. El proyecto de presupuesto de egresos del Tribunal  no podrá ser modificado por el Poder Ejecutivo.

El presupuesto de egresos del Tribunal que apruebe el Congreso no podrá ser menor al del año anterior.

Artículo 8.

El Tribunal contará con un Secretario General de Acuerdo y Trámite, Secretarios de Estudio y Cuenta, Auxiliares,  Actuarios, un Oficial de Partes, Contralor Interno y  demás personal jurisdiccional y administrativo que considere necesario el Pleno y/o el Presidente del Tribunal para el cumplimiento de sus atribuciones que le confiere esta ley, y demás ordenamientos electorales, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, así mismo, contará con el apoyo y colaboración de las autoridades estatales y municipales.

CAPÍTULO II

DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL

Artículo 9.

El Tribunal  funcionará en Pleno y sus resoluciones se tomarán en forma colegiada por unanimidad o mayoría de votos.

Artículo 10.

Corresponde al Pleno:

I. Conocer y resolver los asuntos de su competencia que esta Ley, el Reglamento Interior y demás disposiciones aplicables le confieran;

II.  Autorizar la celebración de convenios de colaboración con otros tribunales, instituciones y autoridades;

III. Calificar y resolver sobre los impedimentos, las recusaciones y las excusas de los magistrados del Tribunal, en los asuntos de su respectiva competencia;

IV. Elegir de entre los magistrados que lo integran, al Presidente del Tribunal;

V. Designar, suspender o remover al Secretario General de Acuerdo y Trámite y al Contralor Interno, previa propuesta que realice el Magistrado Presidente;

VI. Designar al personal del Tribunal, en los términos de las disposiciones aplicables y acordar lo relativo a su promoción, ascenso, suspensión, remoción,  suspensión,  licencias, renuncias y vacaciones; salvo aquellas que de acuerdo a esta misma Ley y/o el Reglamento Interior sean facultad del Magistrado Presidente;

Los Secretarios de Estudio y Cuenta serán designados por los correspondientes magistrados a los que hayan de estar adscritos, cumpliendo con los requisitos que dispongan esta Ley y el Reglamento Interior;

VII. Designar al personal jurisdiccional y administrativo que se haga acreedor a recibir estímulos y recompensas;

VIII. Conceder licencias al personal de su adscripción, con goce de sueldo o sin él, de más de treinta días. Toda solicitud de licencia requiere causa justificada y las de los Secretarios de Estudio y Cuenta además, autorización del magistrado al cual estén adscritos;

IX. Conceder las licencias temporales de los magistrados que no excedan de tres meses;

X. Presentar iniciativas ante el Congreso del Estado, en materia de administración de justicia  y codificación electoral;

XI. Expedir y modificar el Reglamento Interior y demás acuerdos generales para regular su organización y funcionamiento interno, así como los lineamientos para el desahogo de los procedimientos sancionadores por las infracciones en las que incurran los magistrados electorales y el personal jurisdiccional y administrativo adscrito al Tribunal;

XII. Discutir, aprobar y modificar el Proyecto de Presupuesto Anual de Egresos que corresponda a propuesta del Presidente del Tribunal;

XIII.  Determinar anualmente el Calendario Oficial del Tribunal;

XIV. Conocer y resolver los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores;

XV. Aprobar los lineamientos para el servicio profesional de carrera de conformidad con lo establecido en el Reglamento Interior;

XVI. Aprobar las jubilaciones, pensiones o haberes del retiro, liquidaciones por servicios prestados, préstamos o créditos de los magistrados y demás personal del Tribunal, de conformidad con el presupuesto del mismo y lo previsto en el Reglamento Interior y disposiciones aplicables;

XVII. Crear el Fondo para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia de acuerdo con lo previsto en el Reglamento Interior y leyes aplicables;

XVIII. Crear un Fondo o Fideicomiso de retiro para Magistrados, Secretarios de Acuerdo y Trámite y Estudio y Cuenta de conformidad con el presupuesto y demás leyes aplicables;

XIX. Conocer y resolver, en el ámbito de su competencia y conforme al Reglamento Interior y las disposiciones aplicables, los procedimientos de responsabilidad administrativa;

XX. Autorizar los informes de rendición de cuentas y gestión financiera del Tribunal que les presente el Contralor Interno o en su caso el Magistrado Presidente, a fin de cumplir con las obligaciones y términos previstos en  Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás normatividades aplicables;

XXI. Ordenar las medidas necesarias a quien corresponda conforme a lo establecido en el  Reglamento Interior a fin de cumplir con las obligaciones necesarias en materia de acceso a la información que previenen las leyes de la materia.

XXII. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones legales aplicables.

Artículo 11.

El Pleno funcionará conforme a las bases siguientes:

I. Solo podrá funcionar con la concurrencia de todos los Magistrados. 
II. Las sesiones en donde tenga verificativo la resolución de un asunto de competencia de los magistrados ponentes, se sujetarán a las bases siguientes:

1. Todas las sesiones serán públicas.  También podrán tener reuniones privadas  para desahogar los asuntos relativos a la organización, funcionamiento y administración interna del Tribunal.

2. Abierta la sesión por el Presidente del Tribunal, el Secretario General de Acuerdo y Trámite  verificará el quórum legal.
3. Enseguida, el Magistrado ponente ya sea en lo personal o por medio de su Secretario de Estudio y Cuenta hará una síntesis del asunto a tratar y explicará las consideraciones que fundamentan el proyecto de resolución.

4. A continuación, los Magistrados procederán a analizar y, discutir el proyecto presentado por el magistrado ponente. De ser necesario, se dará lectura a determinadas constancias cuando así lo requiera alguno de los magistrados.

5. Cuando el Presidente del Tribunal estime suficientemente discutido el proyecto, lo someterá a votación. El Secretario General de Acuerdo y Trámite certificará la votación.

6. El Magistrado que disienta de la mayoría podrá formular observaciones o un voto particular, que se agregará a la resolución sí así lo solicita y lo presentará por escrito dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes.

7. Cuando el proyecto sea rechazado por la mayoría, será presentado nuevamente, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la clausura de la sesión, con las observaciones o modificaciones acordadas para su aprobación.

De no ser aceptadas las observaciones por el magistrado instructor, en la misma sesión, el Presidente turnará el expediente con las observaciones realizadas a otro magistrado, para que formule un nuevo proyecto de resolución. Para tal efecto, el Magistrado Presidente convoca a nueva sesión, que deberá celebrarse a más tardar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, y en la cual se presentará el nuevo proyecto, para su discusión y aprobación, en su caso, conservando el magistrado instructor su derecho para emitir voto particular.  

8. En casos extraordinarios el Tribunal podrá diferir la resolución de un asunto listado para ser resuelto en la sesión siguiente.

9. El Secretario General de Acuerdo y Trámite levantará el acta de cada sesión que contendrá una síntesis de los asuntos aprobados.

10. Al día siguiente de la sesión, el Secretario General de Acuerdo y Trámite  publicará en los estrados la lista de los asuntos resueltos.

III. Las sesiones ordinarias tendrán verificativo por lo menos un día hábil de cada semana, sin perjuicio de las sesiones extraordinarias que al efecto convoque el Magistrado Presidente. Para la celebración de las sesiones se requerirá la presencia de los tres magistrados; si algún magistrado se encuentra ausente, el Magistrado Presidente deberá de llamar de inmediato a quién deba de suplirlo en la sesión, de conformidad a lo establecido en esta Ley y el Reglamento Interior.

IV. Los Magistrados, no podrán abstenerse de votar sino por impedimento, excusa o recusación, que previamente calificará el propio Tribunal. En este caso, el Magistrado Presidente llamará a quién conforme a esta ley y el  Reglamento Interior corresponda, para que supla la ausencia temporal del magistrado de que se trate.

Cada Magistrado será ponente de los asuntos que le sean turnados.

V. Las resoluciones definitivas llevarán la firma de los Magistrados presentes en la sesión y del Secretario General de Acuerdo y Trámite. Los acuerdos de trámite y sustanciación llevarán sólo la firma del Magistrado instructor y la del Secretario General de Acuerdo y Trámite.

VI. Los votos particulares y las observaciones por escrito deberán ser firmadas por el Magistrado que los formule y, en su caso, formarán parte de la resolución que corresponda.

CAPÍTULO III

DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL ELECTORAL.

Artículo 12.

El Magistrado Presidente del Tribunal será electo por el Pleno de entre sus miembros, en escrutinio secreto, cada tres años. La Presidencia deberá ser rotativa. La elección tendrá lugar al término de su gestión, para lo cual se convocará al Pleno. 

En caso de renuncia a la presidencia se procederá a elegir a un nuevo Magistrado Presidente, quien lo será hasta la conclusión del período para el que fue electo el sustituido. 

Las ausencias del Magistrado Presidente serán suplidas, si no exceden de un mes, por el Magistrado electoral de mayor antigüedad o, en su caso, de mayor edad. Si la ausencia excediere dicho plazo pero fuere menor a tres meses, se designará a un Magistrado Presidente interino, y si fuere mayor a ese término, se nombrará a un Magistrado Presidente sustituto para que ocupe el cargo hasta el final del período.

Artículo 13.

Corresponden al Presidente del Tribunal las siguientes atribuciones:

I. Representar legalmente al Tribunal ante toda clase de autoridades federales, estatales y municipales, para el cumplimiento de sus funciones, con todas las facultades, aún las que requieran cláusula especial;

II. Establecer vínculos entre el Tribunal y las autoridades federales, estatales y municipales, para lograr el apoyo y colaboración, en sus respectivos ámbitos de competencia, cuando esto sea necesario para el cumplimiento de los fines del Tribunal;

III. Convocar a los miembros del Tribunal para instalación e inicio de sus funciones, así como las sesiones del Pleno, en los términos del Reglamento Interior;

IV. Designar al personal jurisdiccional y administrativo necesario que esté bajo su adscripción, para el buen funcionamiento del Tribunal, con excepción del Secretario General  de Acuerdo y Trámite y el Contralor Interno, que serán designados por el Pleno;

V. Distribuir por turnos conforme a lo establecido en el Reglamento Interior, los asuntos de la competencia del Tribunal entre los Magistrados que lo integran, para que los instruyan hasta ponerlos en estado de resolución con el proyecto respectivo;

VI. Presidir las sesiones, dirigir la discusión de los negocios sometidos al conocimiento del Tribunal, ponerlos a votación cuando declare cerrado el debate y conservar el orden durante las audiencias;

VII. Dar al Secretario General de Acuerdo y Trámite, los puntos que comprendan las disposiciones resolutivas votadas y aprobadas;

VIII. Llevar la correspondencia del Tribunal autorizándola con su firma;

IX. Presentar el Proyecto de Presupuesto Anual de Egresos al Pleno para su aprobación;

X. Aprobar las cuentas de los gastos de oficina, dando razón pormenorizada de ello cada mes al Pleno;

XI. Vigilar que los Secretarios, Actuarios y demás personal adscrito al Tribunal, cumplan con sus deberes y dar cuenta al Pleno de los casos de inobservancia;

XII. Conceder licencias, con goce de sueldo o sin él, al personal del Tribunal hasta por treinta días. Los permisos a los Secretarios de Estudio y Cuenta, además requerirán autorización del magistrado al cual se encuentren adscritos;

XIII. Conceder los días de vacaciones suplementarios a que en lo individual tengan derecho los servidores públicos de base;

XIV. Rendir por escrito al Pleno un informe anual de las labores desarrolladas;

XV. Hacer las designaciones correspondientes para suplir las faltas temporales de los Magistrados y en caso de ser definitivas, deberán de ser comunicadas a la Cámara de Senadores para que provea el procedimiento de sustitución.

XVI. Autorizar con su firma, en unión a la del Secretario General de Acuerdo y Trámite, los proveídos que emita y las actas de las sesiones del Tribunal;

XVII. Expedir los nombramientos que le faculta la fracción IV de este artículo y las demás que determine el Pleno de conformidad con las disposiciones establecidas en esta ley y el Reglamento Interior;

XVIII. Seleccionar  y aprobar  los criterios jurisprudenciales o aislados que apruebe el Pleno, en los términos que establezca el Reglamento Interior y leyes aplicables, y ordenar su publicación en el medio oficial de difusión del  Tribunal y  en el Periódico Oficial del Estado;

XIX. Comunicar a las autoridades correspondientes la iniciación y conclusión del proceso electoral;

XX. Acordar y dar a conocer al público en general por medio de los estrados del Tribunal, el nombre y domicilio de los funcionarios autorizados para recibir documentos relativos a los medios de impugnación previstos en la ley de la materia, fuera del horario ordinario del Tribunal;

XXI. Establecer las políticas generales, supervisar la administración de los recursos financieros, materiales y humanos y el ejercicio del presupuesto de conformidad con lo establecido en el Reglamento Interior y leyes aplicables;

XXII. Las demás que le encomienden esta ley, el Reglamento Interior y  demás disposiciones aplicables.

CAPÍTULO IV

DE LOS MAGISTRADOS ELECTORALES

Artículo 14.

Para ser Magistrado Electoral se requiere lo siguiente:

I. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación;

III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello;

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena;

V. Haber residido en el país y en el Estado, durante un año anterior al día de la designación;

VI. No haber sido, gobernador, secretario, procurador, senador, diputado federal o local, durante los cuatro años previos al día de su nombramiento;

VII. Contar con credencial para votar con fotografía;

VIII. Acreditar conocimientos en derecho electoral;

IX. No desempeñar ni haber desempeñado el cargo de presidente del Comité Ejecutivo Nacional o equivalente de un partido político;

X. No haber sido registrado como candidato, con excepción de los candidatos independientes, a cargo alguno de elección popular en los últimos cuatro años inmediatos anteriores a la designación, y

XI. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de dirección nacional, estatal, distrital o municipal en algún partido político en los seis años inmediatos anteriores a la designación; y 

XII. Las demás que las disposiciones de la materia establezcan.

Artículo 15.

Son atribuciones de los Magistrados electorales las siguientes:

I. Concurrir, participar y votar, cuando corresponda, en las sesiones públicas y reuniones internas a las que sean convocados por el presidente del Tribunal;

II. Integrar el Pleno para resolver colegiadamente los asuntos de su competencia;

III.  Formular los proyectos de sentencias que recaigan a los expedientes que les sean turnados para tal efecto;

IV.  Exponer en sesión pública, personalmente o por conducto de un secretario, sus proyectos de sentencia, señalando las consideraciones jurídicas y los preceptos en que se funden;

V.  Discutir y votar los proyectos de sentencia que sean sometidos a su consideración en las sesiones públicas;

VI.  Realizar los engroses de los fallos aprobados por el Pleno, cuando sean designados para tales efectos;

VII.  Admitir los medios de impugnación y los escritos de terceros interesados o coadyuvantes, en los términos que señale la ley de la materia;

VIII.  Someter al Pleno los proyectos de sentencia de desechamiento cuando las impugnaciones sean notoriamente improcedentes o evidentemente frívolas, en los términos de la ley de la materia;

IX.  Someter al Pleno los proyectos de sentencia relativos a tener por no interpuestas las impugnaciones o por no presentados los escritos cuando no reúnan los requisitos que señalen las leyes aplicables;

X. Someter al Pleno las resoluciones que ordenen archivar como asuntos total y definitivamente concluidos las impugnaciones que encuadren en estos supuestos, de conformidad con las leyes aplicables;

XI.  Someter a consideración del Pleno, cuando proceda, la acumulación de las impugnaciones así como la procedencia de la conexidad, en los términos de las leyes aplicables;

XII.  Formular los requerimientos ordinarios necesarios para la integración de los expedientes en los términos de la legislación aplicable, y requerir cualquier informe o documento que, obrando en poder de los diversos órganos electorales,  de las autoridades federales, estatales o municipales, de los partidos políticos o de particulares, pueda servir para la sustanciación de los expedientes, siempre que ello no sea obstáculo para resolver dentro de los plazos establecidos, de conformidad con lo señalado en las leyes aplicables;

XIII.  Girar oficios a las autoridades federales o estatales encomendándoles la realización de alguna diligencia en el ámbito de su competencia, o efectuar por sí mismos las que deban practicarse fuera de las oficinas del Tribunal;

XIV.  Participar en los programas de capacitación institucional; y

XV. Las demás que les señalen las leyes o el Reglamento Interno o las que sean necesarias para el correcto funcionamiento del Tribunal.

Cada Magistrado del Tribunal contará permanentemente con el apoyo de los Secretarios de Estudio y Cuenta y auxiliares que sean necesarios para el desahogo de los asuntos de su competencia.

Artículo 16.
Las vacantes temporales de los Magistrados del Tribunal, que no excedan de tres meses, serán cubiertas por el Secretario General de Acuerdo y Trámite, y si no estuviere en su caso, por el Secretario de Estudio y Cuenta con mayor antigüedad del Tribunal, previa aprobación del Pleno del Tribunal.

Si la ausencia de un Magistrado es definitiva, el Presidente del Tribunal de inmediato lo comunicará a la Cámara de Senadores para que se prevea el procedimiento de sustitución. En este caso, mientras se hace la elección respectiva, la ausencia será suplida en los mismos términos que una vacante temporal. Si la ausencia es del Magistrado Presidente del Tribunal, la comunicación a la Cámara de Senadores  se hará por quién corresponde a lo establecido en esta Ley y en su Reglamento Interior.

Artículo 17.

Son impedimentos para conocer de los asuntos, las causas siguientes:

I.
Tener parentesco en línea recta sin limitación de grado, en la colateral por consanguinidad hasta el cuarto grado y en la colateral por afinidad hasta el segundo, con alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores;

II.
Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas a que se refiere el inciso anterior;

III.
Tener interés personal en el asunto, o tenerlo su cónyuge o sus parientes, en los grados que expresa en la fracción I de este artículo;

IV
Haber presentado querella o denuncia el servidor público, su cónyuge o sus parientes, en los grados que expresa la fracción I, en contra de alguno de los interesados;

V.
Tener pendiente el servidor público, su cónyuge o sus parientes, en los grados que expresa la fracción I, un juicio contra alguno de los interesados o no haber transcurrido más de un año desde la fecha de la terminación del que hayan seguido hasta la fecha en que tome conocimiento del asunto;

VI.
Haber sido procesado el servidor público, su cónyuge o parientes, en los grados expresados en la mismo fracción I, en virtud de querella o denuncia presentada ante las autoridades, por alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores;

VII.
Estar pendiente de resolución un asunto que hubiese promovido como particular, semejante a aquél que le es sometido para su conocimiento o tenerlo su cónyuge o sus parientes en los grados expresados en la fracción I;

VIII.
Tener interés personal en asuntos donde alguno de los interesados sea juez, árbitro o arbitrador;

X. Asistir, durante la tramitación del asunto, a convite que le diere o costeare alguno de los interesados, tener mucha familiaridad o vivir en familia con alguno de ellos;

XI. Aceptar presentes o servicios de alguno de los interesados;

XII. Hacer promesas que impliquen parcialidad a favor o en contra de alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores, o amenazar de cualquier modo a alguno de ellos;

XIII. Ser acreedor, deudor, socio, arrendador o arrendatario, dependiente o principal de alguno de los interesados;

XIV. Ser o haber sido tutor o curador de alguno de los interesados o administrador de sus bienes por cualquier título;

XV. Ser heredero, legatario, donatario o fiador de alguno de los interesados, si el servidor público ha aceptado la herencia o el legado o ha hecho alguna manifestación en este sentido;

XVI. Ser cónyuge o hijo del servidor público, acreedor, deudor o fiador de alguno de los interesados;

XVII. Haber sido juez o magistrado en el mismo asunto, en otra instancia;

XVIII. Haber sido agente del Ministerio Público, jurado, perito, testigo, apoderado, patrono o defensor en el asunto de que se trata, o haber gestionado o recomendado anteriormente el asunto en favor o en contra de alguno de los interesados, y

XVIII.
Cualquier otra análoga a las anteriores.

Artículo 18.

Las excusas y recusaciones que por impedimento legal se presenten, serán calificadas y resueltas de inmediato por el Pleno y conforme al procedimiento establecido en el Reglamento Interior.

Artículo 19.

Los Magistrados del Tribunal sólo podrán ser privados de sus cargos en términos del Título Cuarto de la Constitución Federal,  la Constitución y en la Ley de Responsabilidadesde los Servidores Públicos Estatales y Municipales, y demás disposiciones aplicables.
CAPÍTULO V

DELOS SECRETARIOS, ACTUARIOS Y DEMÁS EMPLEADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA ELECTORAL

Artículo 20.

Para el ejercicio de sus funciones el Tribunal contará con un Secretario General de Acuerdo y Trámite que será nombrado por el Pleno a propuesta del Magistrado Presidente.

Artículo 21.

Para ser Secretario General de Acuerdo y Trámite, se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.  Contar con credencial para votar con fotografía;

III. Tener título profesional de Licenciado en Derecho expedido legalmente;

IV. Tener conocimiento y experiencia jurisdiccional en materia electoral de cuando menos tres años;  y

V. Cumplir los requisitos señalados en el Reglamento Interior.

Artículo 22.
El Secretario General de Acuerdo y Trámite tendrá las atribuciones siguientes:

I. Apoyar al presidente del Tribunal en las tareas que le encomiende;

II. Dar cuenta, tomar las votaciones y formular el acta respectiva en las sesiones del Pleno del Tribunal;

III. Revisar los engroses de las resoluciones del Pleno;

IV. Llevar el control del turno de los magistrados electorales;

V. Supervisar el debido funcionamiento de la Oficialía de Partes del Tribunal;

VI. Supervisar que se hagan en tiempo y forma las notificaciones del Tribunal;

VII. Supervisar el debido funcionamiento del Archivo Jurisdiccional del Tribunal y, en su momento, su concentración y preservación;

VIII. Dictar, previo acuerdo con el presidente del Tribunal, los lineamientos generales para la identificación e integración de los expedientes;

IX. Autorizar y dar fe  con su firma todas las actuaciones del Tribunal;

X. Expedir los certificados de constancias que se requieran; y 

XI.
Las demás que le señalen el Reglamento Interior y  las leyes aplicables.

Artículo 23.

Los Secretarios de Estudio y Cuenta, proyectarán, bajo la más absoluta reserva, las resoluciones que les encomienden el Magistrado al cual se encuentren adscritos, previo estudio que hagan del asunto. Para tal efecto, el Magistrado instruirá al secretario sobre los motivos de hecho y de derecho que deban fundar el proyecto de resolución.

Así mismo tendrán las siguientes atribuciones:

I. Darán cuenta en la sesión que corresponda de los proyectos que hubiesen formulado; a petición del magistrado instructor.

II. Desempeñar las tareas relacionadas con su función que les encomiende el Magistrado al cual se encuentren adscritos;

III. Participar de manera responsable en las reuniones o eventos a los que fueren convocados por la Presidencia, o por conducto del Magistrado al que estuvieren adscritos;

IV.  Guardar la más estricta reserva sobre el contenido de los anteproyectos y proyectos de resolución y en general de toda la información a que tenga acceso con motivo de su función; y

V. Las demás que les señalen el Reglamento Interior y las disposiciones legales aplicables.

Artículo24.

Para ser Secretario de Estudio y Cuenta, se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II. Contar con credencial para votar con fotografía;

III. Tener título profesional de Licenciado en Derecho expedido legalmente;

IV.  Tener conocimiento o experiencia jurisdiccional en materia electoral;  y

V. Cumplir los requisitos señalados en el Reglamento Interior.

Artículo 25.

Los Actuarios tendrán las obligaciones siguientes:

I. Recibir del Secretario General de Acuerdo y Trámite los expedientes de notificación personal, o de diligencias que deban efectuarse fuera de la oficina, firmando los conocimientos respectivos.

II. Llevar a cabo las notificaciones personales y practicar diligencias decretadas, levantando el acta correspondiente en el lugar en que se efectúen y devolviendo el expediente al Secretario General de Acuerdo y Trámite, previas las anotaciones correspondientes en el libro respectivo.

III. La demás que  el Reglamento Interior y las leyes aplicables les encomienden.  

Los Actuarios tendrán fe pública con respecto de las diligencias y notificaciones que practiquen, para lo cual deberán de conducirse siempre con estricto apego a la verdad, bajo pena de incurrir en las responsabilidades que prevengan esta ley, su Reglamento y las leyes aplicables.

Artículo 26

Los Actuarios deberán reunir los mismos requisitos que se señalan para ser Secretario de Estudio y Cuenta. 

Artículo 27.
El Oficial de Partes es el encargado de recibir, registrar, y distribuir en tiempo y forma, la documentación que ingrese al Tribunal de conformidad con lo previsto en el Reglamento Interior, y las disposiciones legales y administrativas aplicables, respetando los principios de reserva y secrecía propios de las labores encomendadas.
Para ser Oficial de Partes se deberá de cubrir los requisitos previstos en el Reglamento Interior.

Artículo 28.

El  Oficial de Partes tendrá las facultades siguientes:

I. Coordinar la recepción de documentos y elementos de prueba, en cuya promoción original y en la copia correspondiente, deberá asentarse, por lo menos: la fecha y hora de su recepción mediante reloj fechador, el número de hojas que integran el documento, las copias que corran agregadas al original y, en su caso, la precisión del número de anexos que se acompañan;

II. Identificar e integrar los expedientes conforme lo previsto en el Reglamento Interior, acuerdos, lineamientos y disposiciones aplicables.

III. Llevar e instrumentar, conforme al Reglamento Interior, acuerdos, lineamientos y disposiciones aplicables, los registros que se consideren indispensables para el mejor y adecuado control de la documentación recibida;

IV. Auxiliar al Secretario General de Acuerdo y Trámite en propuestas e mejoras para el adecuado funcionamiento de los servicios de la Oficialía de Partes;

V. Distribuir la documentación conforme a lo previsto en el Reglamento Interior, acuerdos, lineamientos y disposiciones aplicables; 

VI. Proponer al Secretario General de Acuerdo y Trámite el personal que deba cubrir guardia cuando proceda; y

VII. Las demás que el Reglamento Interior y demás leyes aplicables. 

Artículo 29.

El Tribunal para su debido funcionamiento y organización contará con personal administrativo, de apoyo técnico y  operativo, mismo que estará adscrito a la Presidencia del Tribunal qué podrá integrar unidades de área, coordinaciones, direcciones de área y subdirecciones o cualquier otra denominación que serán especificadas dentro del Reglamento Interior, o sean requeridas para cubrir las obligaciones que establecen la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado y las demás que establezcan las  leyes aplicables.

Artículo 30.

El Tribunal contará con una Contraloría Interna adscrita al Pleno que será la responsable de la fiscalización, vigilancia y control del uso, manejo y destino de los recursos del Tribunal; y del desempeño de los órganos, funcionarios y servidores electorales. Gozará  de autonomía técnica de gestión en el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 31.

La persona titular  de la Contraloría interna tendrá las facultades siguientes:

I. Verificar la adecuada integración y ejercicio del presupuesto de egresos del Tribunal, así como el cumplimiento de las metas y actividades previstas en los programas, subprogramas y proyectos aprobados;

II. Evaluar el cumplimiento por parte de las áreas administrativas, direcciones, subdirecciones, comisiones o coordinaciones  del Tribunal de las obligaciones derivadas de las disposiciones contenidas en el Reglamento Interior y demás normatividad aplicable, con relación al ejercicio de los recursos presupuestales asignados a su operación;

III. Formular los informes de Cuenta Pública sobre gestión financiera que deberá de aprobar el Pleno para cumplir con las obligaciones establecidas en  la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza. Así como realizar las aclaraciones de los resultados y observaciones que soliciten las autoridades correspondientes;   

IV. Llevar el control de las observaciones y recomendaciones generadas en las auditorias y revisiones de control, para efectuar el seguimiento sobre el cumplimiento de las medidas preventivas y/o correctivas que se hayan derivado. 

V. Llevar el sistema de contabilidad que establecen las leyes de la materia para registrar  las operaciones presupuestarias y contables derivadas de la gestión pública, así como otros flujos económicos, así como generar estados financieros  contables, oportunos, comprensibles, periódicos y comparables;

VI. Verificar, evaluar y proponer en coordinación con las áreas administrativas, direcciones, subdirecciones, comisiones o coordinación del Tribunal las acciones que promuevan la mejora de administración;

VII. Vigilar el registro y dar seguimiento de la presentación de la declaración de situación patrimonial del personal del Tribunal;

VIII. Participar en los actos de entrega-recepción del personal del Tribunal;

IX. Conocer, resolver y, en su caso imponer sanciones a los licitantes, proveedores o contratistas, de conformidad con lo previsto en los ordenamientos aplicables;

X. Proponer las acciones que coadyuven a promover la mejora continua, administrativa y las áreas de oportunidad de todas las unidades administrativas, direcciones, subdirecciones, comisiones o coordinación del Tribunal;

XI. Las demás que le confiera esta Ley, el Reglamento Interior, así como los acuerdos que emita el Pleno, y demás disposiciones aplicables.
Artículo 32.

Para ser titular de la Contraloría Interna, deberán de satisfacerse los requisitos que se exigen para ser Magistrado Electoral, con la diferencia de que sus estudios podrán ser en contabilidad, administración economía, finanzas, o derecho. 

TÍTULO III

DE LAS RESPONSABILIDADES

Artículo 33.

Serán causas de responsabilidad de los Magistrados las siguientes:
I.
Realizar conductas que atenten contra la independencia de la función jurídico-electoral, o cualquier acción que genere o implique subordinación respecto de terceros;

II.
Tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deban realizar;

III.
Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos;

IV.
Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las disposiciones correspondientes;

V.
Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento;

VI.
Dejar de desempeñar injustificadamente las funciones o las labores que tenga a su cargo;

VII.
Utilizar en beneficio propio o de terceros la documentación e información confidencial en los términos de la presente Ley y de la demás legislación de la materia;

VIII. Sustraer, destruir, ocultar o utilizar indebidamente la documentación e información que por razón de su cargo tenga a su cuidado o custodia, con motivo del ejercicio de sus atribuciones, y

IX.
Las demás que determinen las leyes que resulten aplicables.

Los Magistrados gozarán de todas las garantías judiciales previstas en el artículo 17 de la Constitución Federal a efecto de garantizar su independencia y autonomía, cuyo contenido mínimo se integra por la permanencia, la estabilidad en el ejercicio del cargo por el tiempo de su duración y la seguridad económica.

Artículo  34.

Las responsabilidades del Secretario General de Acuerdo y Trámite, los de Estudio y Cuenta, Auxiliares, Actuarios, Contralor Interno, Oficial de Partes,  jefes de unidad o coordinación, directores, subdirectores, y demás personal administrativo, jurídico y de apoyo del Tribunal, cualquiera que sea su jerarquía se regirán de acuerdo a lo previsto a la Ley de Responsabilidades  de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, por esta Ley, el Reglamento Interior  y demás disposiciones aplicables.

El Reglamento Interior señalará las causas de responsabilidad que correspondan a la actuación de los servidores públicos del Tribunal, la sustanciación del procedimiento de responsabilidad administrativa, así como la determinación de la sanción que corresponda.

TÍTULO IV

DE LAS RELACIONES Y CONTROVERSIAS  LABORALES

Artículo 35.

El Tribunal contará con personal de confianza en todas sus calidades, categorías o bases. Para realizar funciones relacionadas con la impartición de justicia y por la naturaleza de sus nombramientos. Son servidores de confianza el Secretario General de Acuerdo y Trámite, los Secretarios de Estudio y Cuenta, Auxiliares, titular de la Contraloría Interna, Actuarios, titulares de las unidades, comisiones, direcciones y subdirecciones o cualquier otra denominación que serán especificadas dentro del Reglamento Interior, y personal de la Oficialía de Partes.

Artículo 36.

El Reglamento Interior, regulará las relaciones laborales del Tribunal con sus servidores  de confianza en todas sus calidades, categorías o bases, y deberá de contemplar las condiciones en que habrán de prestarse los servicios, tomando en consideración la naturaleza de la materia electoral y los requerimientos de los procesos electorales de la entidad, así mismo regulará lo sustanciación de las controversias laborales.

Artículo 37.

El Tribunal está facultado para resolver las controversias laborales que se susciten con sus propios servidores sean de confianza en todas sus calidades, categorías o bases; con exclusión de cualquier otra instancia o autoridad jurisdiccional o administrativa de competencia federal o local.
El Pleno está facultado para resolver, en única instancia, las controversias laborales, conforme a las reglas establecidas en el Reglamento Interior.

Artículo 38.

Sonde aplicación supletoria en todo aquello que no contravenga la naturaleza y especialidad de la materia electoral, la Ley Federal del Trabajo y los ordenamientos y principios a que ella alude.

TÍTULO V

DE LAS VACIONES, DÍAS INHÁBILES, RENUNCIAS, AUSENCIAS Y LICENCIAS DEL PERSONAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL
CAPÍTULO I 

VACACIONES Y DÍAS INHÁBILES
Artículo 39.
Los servidores públicos y empleados del Tribunal, disfrutarán de dos períodos de vacaciones al año, cada uno de diez días hábiles, programados de acuerdo con las necesidades del servicio.

Durante los años de proceso electoral, o durante los períodos de procesos electorales extraordinarios, tomando en cuenta que todos los días y horas son hábiles, las vacaciones se otorgarán en forma escalonada o podrán diferirse hasta que se concluya el proceso electoral.

Artículo 40.
Durante los períodos vacacionales a que se refiere el artículo anterior, el Pleno nombrará a las personas que deban substituir a los magistrados, de conformidad con lo establecido en esta Ley y el Reglamento Interior.

Artículo 41.
Los días de vacaciones suplementarios a que en lo individual tengan derecho los servidores públicos de base se les concederán por el Presidente del Tribunal  de acuerdo con las necesidades del servicio y en los términos de la Ley de la materia.

Artículo 42.
El Pleno, señalará los días y horas inhábiles e inhábiles durante los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente consignados en las leyes de la materia.

CAPÍTULO II

RENUNCIAS, AUSENCIAS Y LICENCIAS

Artículo 43.

Las vacantes temporales y definitivas de los Magistrados serán cubiertas de conformidad a lo establecido en esta Ley, el Reglamento Interior y las demás disposiciones aplicables.

Las renuncias del personal del Tribunal serán presentadas al Magistrado Presidente del mismo.

Artículo 44.
Todo servidor público o empleado del Tribunal que deba faltar temporalmente al ejercicio de sus funciones, deberá contar con la licencia otorgada en los términos de este Capítulo y en lo previsto en el Reglamento Interior. En toda solicitud de licencia deberán expresarse por escrito las razones que la motivan.

Artículo 45.

Toda licencia deberá concederse a través de un escrito en el que se hará constar la calificación de las razones aducidas en la solicitud de la licencia respectiva.

Artículo 46.
Las licencias que no excedan de treinta días del Secretario General de Acuerdo y Trámite, los Actuarios y demás personal subalterno del Pleno y de la Presidencia del Tribunal,  serán concedidas por su Presidente; las que excedan de ese término, serán concedidas por el propio Pleno.

Artículo 47.
Las licencias de los servidores públicos y empleados no contemplados en los artículos anteriores, serán concedidas por el órgano facultado para ello en los términos del Reglamento Interior  y acuerdos generales correspondientes y a falta de disposición expresa por quien haya conocido de su nombramiento o conforme a lo establecido en el Reglamento Interior y demás leyes aplicables.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

PRIMERO. La presenta ley entrará en vigor al día siguientes de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del  Estado.

SEGUNDO. El Tribunal como organismo jurisdiccional autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, quedará instalado de conformidad con las leyes  aplicables.

TERCERO. Se incorporará al patrimonio del Tribunal, el presupuesto, la totalidad de bienes, archivos y personal del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, de conformidad con lo establecido con la normatividad aplicable. 

CUARTO. El Tribunal dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, emitirá su Reglamento Interior.

QUINTO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 20 de abril de 2016.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL ELECTORAL DE COAHUILA DE ZARAGOZA”.

